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Este artículo aborda la situación del derecho a la participación política, la cual 
es “aquella que se orienta a incidir decisivamente en los asuntos públicos y en 
la toma de decisiones sobre estos asuntos” (Gauto Bozzano, 2009). La partici-
pación política precisa como condición clave que las y los ciudadanos tengan 
garantías su%cientes para el ejercicio de sus derechos políticos, es decir aque-
llos derechos que le permiten incidir en la toma de decisiones de las autori-
dades e instituciones estatales sobre cuestiones y temas que afectan a las y los 
ciudadanos. Así entonces, la vigencia y plenas garantías para el ejercicio de los 
derechos políticos permiten la concreción de la participación política de todas 
las personas, sin discriminación alguna y en igualdad de condiciones.

El artículo 117 de la Constitución Nacional, “De los derechos políticos”, señala 
textualmente: “Los ciudadanos, sin distinción de sexo, tienen el derecho a par-
ticipar en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representantes, 
en la forma que determine esta Constitución y las leyes. Se promoverá el acceso 
de la mujer a las funciones públicas”.

Los dos párrafos anteriores son los que de%nen el marco conceptual de la par-
ticipación política y de los derechos políticos1. 

En cuanto a la estructura de este artículo, el mismo tendrá 3 secciones, siendo 
la primera de ellas el marco constitucional y legal, mientras que en la segunda 
se presentarán temas/casos concretos relacionados a los artículos 117 a 126 de la 
Constitución Nacional en el periodo que abarca este informe, ya que son estos 
10 artículos los que abordan y detallan el derecho a la participación política y 
los derechos políticos. La tercera y última sección de este artículo incluye con-
clusiones y recomendaciones con base en los temas concretos desarrollados en 
la segunda sección.

En la Constitución Nacional, los artículos que dan un enmarque general a los 
derechos políticos son el artículo 1 “De la forma del Estado y de Gobierno” y 
el artículo 3 “Del poder público”. Y de manera más especí%ca y detallada el 
marco normativo constitucional de los derechos políticos se encuentra en los 
artículos 117 a 126 de la Constitución. Brevemente, a continuación se menciona 
en forma resumida el contenido de cada uno de ellos:



 - Art. 117, “De los derechos políticos”, ya reproducido en forma textual e ínte-
gra en la introducción de este escrito.

 - Art. 118, “Del sufragio”, que establece el mismo como un derecho, deber y 
función pública del elector; y entre otras cuestiones se funda en el sistema 
de representación proporcional.

 - Art. 119, “Del sufragio en las organizaciones intermedias”, señala que las mis-
mas deberán aplicar los principios y normas del sufragio.

 - Art. 120: denominado “De los electores”, indica quiénes son electores; y en 
base al referéndum realizado en 2011, este artículo reconoce también como 
electores a los paraguayos residentes en el extranjero.

 - Arts. 121 y 122, sobre el referéndum.

 - Art. 123, “De la iniciativa popular”.

 - Arts. 124 y 126, sobre los partidos y movimientos políticos (naturaleza, fun-
ciones, libertad de asociación en los mismos y tipos de prohibiciones a di-
chas agrupaciones).

Como parte de la normativa nacional sobre los derechos políticos y la partici-
pación política, también deben incluirse el Código Electoral (Ley N° 834/96) y 
la Ley Orgánica Municipal (Ley N° 3.966/10). Esta última en vista de que con-
tiene varios artículos en materia de participación política y ciudadana.

En cuanto al marco normativo a nivel internacional, se encuentran los princi-
pios establecidos en el artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y en el artículo 20 de la Declaración Americana sobre Derechos y 
Deberes del Hombre. Ambos artículos hacen referencia al sufragio y a la parti-
cipación en el gobierno. Estos dos temas también son abordados en el artículo 
25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ley N° 5/92) y en el 
artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también 
llamada Pacto de San José de Costa Rica (Ley N° 1/89).

Al rati%car la Convención para la Eliminación de toda forma de discrimina-
ción contra la mujer (Cedaw, por sus siglas en inglés) y, por ende, adoptarla 
como ley (Ley N° 1215/86), el Estado paraguayo se comprometió a remover 
los obstáculos para la participación de las mujeres en la vida pública y política 
en igualdad de condiciones con los varones (art. 7 y art. 11 inc. c). Este com-
promiso lo adoptó nuevamente el Estado paraguayo al rati%car la Convención 
Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, 
también llamada Convención de Belém do Pará (Ley N° 605/95), en la cual el 
tema en cuestión se encuentra en el art. 4 inc. j.



Prosiguiendo con la normativa internacional, a través de la rati%cación de la 
Convención sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores mi-
gratorios y sus familiares (Ley N° 3.452/08) el Estado asumió el compromiso 
de asegurar la participación de las y los trabajadores migrantes y sus familiares 
en los asuntos públicos, incluido el derecho al voto. Así también integra la nor-
mativa internacional lo establecido en el artículo 29 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley N° 3540/08), el cual indica el 
compromiso de garantizar a todas las personas con discapacidad sus derechos 
políticos. Y, %nalmente, se encuentra el artículo 12 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño (Ley N° 57/90), el cual establece el derecho de niñas, niños 
y adolescentes a ser escuchados y a que su opinión sea debidamente tenida en 
cuenta.

En este apartado se desarrollan cuatro temas/casos relacionados al estado de 
cumplimiento de los artículos 117 al 126 de la Constitución que, como se ha 
señalado en la introducción de este escrito, son los que abordan y detallan el 
contenido de los derechos políticos.
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En el periodo posdictadura se han dado algunos intentos de realizar modi%ca-
ciones legales que remuevan los obstáculos formales e informales que limitan 
en forma signi%cativa la participación política de las mujeres y que, a la vez, 
permitan ampliar las posibilidades de que más mujeres ocupen cargos de elec-
ción popular. Sobre el segundo aspecto mencionado, los 27 años de periodo de-
mocrático han mostrado un incremento en las candidaturas de mujeres, pero 
bajos niveles de elección.

Además de la persistencia y predominancia de una cultura política que sigue 
mostrando aún varias resistencias a la representación y participación de las mu-
jeres, es importante tener también presente las hoy insu%cientes medidas legales 
vigentes. El Código Electoral, en el inciso q) del artículo 32 establece un mínimo 
obligatorio de 20% de mujeres en las listas que participarán en elecciones inter-
nas de los partidos políticos, y no establece mínimos obligatorios de integración 
de mujeres en las listas de los partidos para las elecciones nacionales.

La más reciente iniciativa legal respecto a este tema se ubica dentro del periodo 
de este informe. En marzo del corriente año, 9 senadoras y 4 senadores de 4 
agrupaciones políticas distintas2 presentaron el Proyecto de Ley “De Paridad 



Democrática”. El escrito de presentación del proyecto3 indica que el mismo sur-
ge como una iniciativa del denominado Grupo Impulsor de Paridad Democrá-
tica en el año 2014, del cual forman parte mujeres líderes de distintos sectores 
políticos y de redes de mujeres; y que es apoyado por las organizaciones no 
gubernamentales Centro de Documentación y Estudios (CDE) y Decidamos, 
así como por ONU Mujeres y el Ministerio de la Mujer.

En el marco del proceso de construcción del proyecto, que fue elaborado por 
el citado grupo impulsor, se realizaron encuentros y conversatorios en los años 
2014 y 2015, en los cuales participaron mujeres integrantes de organizaciones 
sociales y de sectores políticos. En dicho proceso también se recibieron aportes 
del Tribunal Superior de Justicia Electoral (TSJE).

El proyecto de ley, que contiene 17 artículos, entre sus aspectos centrales y res-
pecto a la composición de las listas para todos los cargos de elección a nivel 
nacional, departamental y municipal, las agrupaciones políticas deben cumplir 
con dos mandatos básicos:

 - la paridad vertical, de%nida como la paridad y alternancia de varones y mu-
jeres al interior de las listas. 

 - la paridad horizontal, que consiste en la paridad en las cabezas de listas de 
una misma agrupación política y por circunscripción; es decir dichas listas 
deben ser encabezadas en forma alternada por varones y mujeres.

El mismo escrito de presentación del proyecto de ley indica textualmente: “De 
esta manera, se propone un sistema que ya ha sido implementado en otros paí-
ses y que garantiza que el 50% de las candidaturas para titulares estén encabe-
zadas por una mujer, además de la composición paritaria al interior de la lista”.

A %n de complementar lo desarrollado hasta aquí, a continuación se presenta 
íntegramente el contenido del artículo 2 del proyecto:

“ De%niciones. A los efectos de la presente ley se entenderá por:

 - Paridad: Igualdad en la participación 50% de hombres y 50% de mujeres.

 - Alternancia: Sistema por el cual se ubica un hombre o una mujer, seguida de 
una persona del sexo contrario en la lista que se propone”.

Siguiendo con otros artículos del proyecto, y en particular con aquellos refe-
rentes a la composición de las listas –uno de los temas abordados en particular 



en el escrito de presentación del proyecto y al cual se hizo referencia en párra-
fos anteriores–, se reproducen en forma textual los artículos 4 y 5:

“Artículo 4. Paridad y Alternancia para 
cargos de elección popular “Artículo 5. Paridad horizontal

Los partidos y movimientos políticos para 
postulación a los cargos pluripersonales de 
Convencionales Constituyentes, Parlamen-
tarios del Mercosur, Cámara de Senadores, 
Cámara de Diputados, Junta Departamental 
y Junta Municipal deberán presentar ante 
la Justicia Electoral listas de titulares con 
composición paritaria y alternada de muje-
res y hombres o viceversa, manteniendo el 
mismo orden en la lista de la suplencia. En 
todos los casos, las listas deberán estar con-
formadas paritariamente con la secuencia 
de mujer/hombre u hombre/ mujer hasta 
completar el total de candidaturas, la dife-
rencia del total entre el número de hombres 
y mujeres candidatos/as en ningún caso será 
superior a uno.
Las mismas normas se aplicarán en las 
elecciones de organizaciones intermedias, 
sindicales y/o sociales, salvo que por su na-
turaleza o %nes esté conformada mayorita-
riamente por uno de los sexos”.

Además de la norma establecida 
en el artículo anterior, los parti-
dos, movimientos, concertaciones 
y alianzas políticas deberán propo-
ner el cincuenta por ciento (50%) de 
mujeres y el cincuenta por ciento 
(50%) de hombres como cabeza de 
listas en la totalidad de los puestos 
uninominales y pluripersonales que 
propongan por circunscripción”.

Mientras, el artículo 3 señala que la paridad y la alternancia también rigen obli-
gatoriamente para elecciones internas de las agrupaciones políticas así como 
para los comicios de organizaciones intermedias, políticas, sindicales y sociales. 
Así, haciendo una lectura en conjunto de los artículos 3 al 5, tanto la paridad 
vertical como la paridad horizontal deben darse en listas para elecciones inter-
nas y en listas para elecciones nacionales.

El artículo 13 del proyecto se relaciona con los artículos 4 y 5, en vista en que 
el mismo indica que el TSJE debe rechazar las listas de candidaturas que no 
cumplan con las disposiciones de la presente ley, y que dará un plazo de hasta 
3 días hábiles para que las agrupaciones políticas adecuen las listas a lo estable-
cido en la ley.

Otro de los aspectos relevantes del proyecto es que el mismo establece que la 
paridad deberá extenderse a la composición del gabinete ministerial y a la de-
signación de representantes internacionales del Estado paraguayo. En las dos 
instancias, la responsabilidad de las designaciones corresponde al Poder Eje-



cutivo. Así también, el proyecto señala que deben implementarse medidas que 
garanticen la igualdad en el acceso al trabajo en el sector público.

Algunos artículos abordan medidas de impulso a la participación política de 
las mujeres. Por ejemplo, el artículo 11 indica que los partidos políticos deberán 
elaborar e implementar planes de acción para la igualdad. En tanto, el artículo 
14 establece que el Ministerio de la Mujer y el TSJE deberán realizar campañas 
de concienciación y programas de capacitación.

El proyecto, luego de su presentación, fue girado a tres comisiones en la Cá-
mara de Senadores: 1) Asuntos Constitucionales, Defensa Nacional y Fuerza 
Pública; 2) Legislación y Codi%cación; y 3) Equidad y Género. Al momento 
del cierre de este artículo, el proyecto contaba con dictámenes de la primera 
comisión citada: uno por la aprobación (en mayoría) y otro por el rechazo (en 
minoría).

Resulta fundamental que este proyecto se convierta en ley, ya que constituirá 
una herramienta que permitirá, por un lado, contribuir a un aumento signi%ca-
tivo de la participación de las mujeres para ocupar cargos electivos y, por otro, 
remover los obstáculos y discriminaciones que impiden que las mujeres tengan 
una mayor participación en espacios de toma de decisión y en la vida política 
e institucional del país.

G--+H2#$-"1$1+8&1+%2%0"$1$8&+%&4-(0+8(8&+#+00"(%$-"(8&+%&F$02#)$1+8&

Un tema ligado a los derechos políticos en el periodo de este informe, en par-
ticular respecto a aspectos de orden electoral y del derecho al voto, tiene que 
ver con los procesos de elecciones de integrantes de órganos de gobierno de 
las facultades de la Universidad Nacional de Asunción (UNA). Estos procesos 
forman parte de un escenario más amplio que se ha iniciado en el año 2015 con 
la movilización de estudiantes de la universidad demandando en su momento 
la salida del entonces rector, Froilán Peralta, por considerar que el mismo es-
taba llevando una mala gestión y que además había cometido actos de corrup-
ción. Pero dicha movilización estudiantil –que prosiguió en el 2016– contenía 
amplios reclamos a favor de un mejoramiento de la calidad de la UNA como 
institución y a favor de un gobierno universitario realmente caracterizado por 
principios democráticos y de mayor equilibrio en la representación de los dife-
rentes estamentos en las instancias de gobierno.

Respecto a dichos procesos eleccionarios, estudiantes que son parte de la mo-
vilización iniciada en 2015, así como docentes, egresados y egresadas también 
preocupados por el desarrollo irregular de tales procesos, realizaron denuncias 
públicas así como acciones judiciales. 



Si bien en varias facultades se han realizado estas acciones, en el marco de 
la elaboración de este artículo se ha efectuado un relevamiento de denuncias 
públicas y acciones judiciales (especí%camente demandas de nulidad) plantea-
das respecto a procesos eleccionarios en las facultades de Ciencias Médicas, 
Filosofía e Ingeniería4. Estudiantes e integrantes de otros estamentos (docentes 
y egresados) que realizaron tales denuncias públicas y demandas de nulidad, 
indicaron que el Reglamento Electoral de la UNA no está adecuado a la Cons-
titución Nacional y al Código Electoral. También señalaron que varios de los 
procedimientos implementados: a) violan los artículos 118 “Del sufragio” y 119 

“Del sufragio en las organizaciones intermedias”, ambos de la Constitución Na-
cional, y b) también violan varios artículos del Código Electoral.

Como producto del mencionado relevamiento realizado respecto a las 3 citadas 
facultades, a continuación se enumeran las principales irregularidades mani-
festadas por dichos estudiantes e integrantes de otros estamentos a través de las 
denuncias públicas y demandas de nulidad, y que consideran violatorias de la 
Constitución Nacional y del Código Electoral:

 - No publicación de resoluciones de llamado a elecciones.

 - Falta de cronograma/calendario electoral.

 - Ausencia de periodo de presentación de candidaturas.

 - Inexistencia de periodo de tachas y reclamos de candidaturas y de electores.

 - No publicación del padrón electoral antes de las elecciones. 

 - Imposibilidad de veri%cación de boletines de voto por parte de movimientos 
participantes.

 - Horario de votación no adecuado a lo establecido en el Código Electoral.

 - No aplicación del principio de representación proporcional en función a los 
resultados de las votaciones.

Las acciones judiciales planteadas en las citadas facultades tuvieron inicialmen-
te un resultado favorable, ya que el Tribunal Electoral de la Capital decidió 
otorgar medidas cautelares consistentes en la suspensión de los procesos elec-
torales en curso. Con posterioridad al otorgamiento de tales medidas y en el 



marco de los citados procesos judiciales abiertos, las propias facultades a través 
de representantes legales apelaron la concesión de dichas medidas5.

Dos elementos fundamentales en el debate respecto a la situación y desarrollo 
de los procesos eleccionarios en facultades de la UNA son: a) si tales proce-
dimientos deben ajustarse a disposiciones constitucionales y a la normativa 
electoral, y b) si la autonomía universitaria exonera a las autoridades que con-
vocan y organizan elecciones en cada facultad de implementar procedimientos 
apegados a la Constitución y a la Ley Electoral. En tal sentido, resulta claro 
que el primer elemento es el que debe darse, y no el segundo. Las demandas 
de nulidad a las que aquí se está haciendo referencia se sustentan en que la 
autonomía universitaria no implica la aplicación de procedimientos electorales 
que desconozcan las disposiciones constitucionales y de la legislación electoral 
respecto a procesos eleccionarios.

También, como ya se ha señalado párrafos atrás, quienes señalan irregularida-
des en los procesos eleccionarios mencionan violaciones de los artículos 118 y 
119 de la Constitución Nacional. El primer artículo citado re%ere al sufragio y el 
segundo al sufragio en las organizaciones intermedias. En particular, al hablar 
de violación del artículo 119, lo que se está señalando en el fondo es que, a efec-
tos de procesos electorales, la UNA y sus facultades constituyen organizaciones 
intermedias. Y, en tal sentido, recurriendo al sitio web del TSJE y especí%ca-
mente a la sección donde se mencionan las organizaciones intermedias a las 
que el TSJE ha brindado cooperación se encuentran, entre otras, las facultades 
de Arquitectura y de Derecho de la UNA, así como facultades de varias univer-
sidades privadas6.

Así, y en el marco del amplio escenario orientado a lograr cambios que mejoren 
la calidad de la UNA para el adecuado cumplimiento de sus %nes, la realización 
de procesos electorales apegados a la Constitución y a la legislación electoral 
resulta fundamental. 
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El 9 de octubre de 2011 se había realizado un referéndum constitucional respec-
to a la propuesta de modi%cación del artículo 120 de la Constitución Nacional. 
Dicha propuesta, previamente aprobada por el Poder Legislativo, consistía en 
reconocer como electores a las y los paraguayos residentes en el extranjero. El 
referéndum, que tuvo carácter vinculante, tuvo un resultado favorable a la pro-
puesta. 



Así, una vez formalmente modi%cado el artículo 120 de la Constitución, se ini-
ció el proceso de inscripción de paraguayas y paraguayos en el exterior al RCP. 
Sin embargo, el citado proceso careció de efectividad debido a que el único 
mecanismo legal previsto era la inscripción presencial ante funcionarios/as de-
signados por la Justicia Electoral. Esto implicaba viajes de funcionarios/as al 
exterior, respecto a lo cual autoridades del TSJE señalaron que no era posible 
realizar numerosos viajes por las limitaciones presupuestarias de la institución. 
De hecho, hubo pocos viajes realizados por funcionarios/as y a pocos países. 
Por tanto, el mecanismo de la inscripción presencial generó una muy baja can-
tidad de paraguayas y paraguayos en el exterior inscriptos al RCP.

En el periodo que abarca este informe, en abril del corriente año, se promulgó 
la ley “Que implementa la inscripción por medios tecnológicos en el Regis-
tro Cívico Permanente a los paraguayos residentes en el extranjero” (Ley N° 
5.583/16)7, cuyo artículo 1 expresa textualmente lo siguiente:

“Todo ciudadano paraguayo residente en el extranjero, con capacidad legal para 
votar, podrá solicitar su inscripción por medios tecnológicos en el Registro Cívi-
co Permanente, siempre que reúna los requisitos y cuente con Cédula de Identi-
dad Civil o Pasaporte Paraguayo”.

Así, con esta ley se ha hecho la adecuación legal correspondiente para habili-
tar el mecanismo de inscripción de paraguayas y paraguayos en el exterior al 
RCP vía internet. El TSJE, organismo encargado de la reglamentación de la ley, 
emitió el 30 de junio del corriente año la Resolución Nº 138/16 “Por la que se 
aprueba el reglamento para la inscripción al RCP de paraguayos residentes en 
el extranjero”, en la cual se detallan los pasos a seguir para la realización de la 
inscripción. Desde el 1 de agosto del corriente año se inició la implementación 
de dicho mecanismo de inscripción desde el sitio del TSJE8.

La reciente vigencia de esta ley hace necesaria la tarea, por parte del TSJE, de 
desarrollar y fortalecer la difusión del mecanismo de inscripción vía internet. 
Esto teniendo principalmente en cuenta que la modalidad de inscripción pre-
sencial constituía un importante impedimento para lograr que se inscriban al 
RCP una elevada cantidad de paraguayas y paraguayos residentes en el exterior 
del país.
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En el marco del funcionamiento de los partidos políticos y de las disposiciones 
respecto a los mismos en la Constitución Nacional (artículos 124 a 126), el tema 
relativo a los ingresos que reciben (entre ellos subsidios electorales y aportes 
estatales) y los gastos que realizan los mismos es un punto clave. Por ello resulta 
importante conocer datos respecto a la rendición de cuentas (ingresos y gastos) 
de las agrupaciones políticas participantes de las elecciones municipales reali-
zadas en todo el país en noviembre de 2015.

Al respecto, existe un informe elaborado por la denominada Unidad Técni-
ca Especializada en Financiamiento Político, instancia que forma parte del 
TSJE9, concluido en setiembre del corriente año. En el mismo se incluyen 
resultados de un análisis realizado por la Contraloría General de la República 
(CGR). En tal sentido se visualiza en el informe que la CGR realizó observa-
ciones (objeciones) a las rendiciones de 58 agrupaciones políticas (partidos, 
movimientos, alianzas, concertaciones)10. El análisis de tales rendiciones de 
los comicios municipales de noviembre de 2015 se realizó conforme a un con-
junto de leyes, entre las cuales ya se encuentra la Ley N° 4.743/12 “Que regula 
el %nanciamiento político”.

Es importante hacer notar que en las elecciones generales y departamentales 
realizadas en abril de 2013 también hubo agrupaciones políticas cuyas rendi-
ciones fueron observadas. En tal sentido, un estudio publicado por la organiza-
ción no gubernamental Semillas para la Democracia menciona a 19 agrupacio-
nes políticas cuyas rendiciones de cuentas recibieron observaciones (Semillas 
para la Democracia, 2015).

En tal sentido, es clave por un lado que las diferentes nucleaciones políticas 
mejoren el manejo de sus ingresos y gastos, en particular teniendo en cuenta 
que para sus diversas actividades también reciben fondos del presupuesto na-
cional (subsidios y aportes). Por otro lado, urge que las instituciones estatales 
correspondientes profundicen su labor de control de la actividad %nanciera de 
los partidos, movimientos, alianzas y concertaciones. 



La Ley N° 4.743/12 “Que regula el %nanciamiento político” constituye una he-
rramienta que contribuirá de manera importante al control de la actividad %-
nanciera de las diferentes agrupaciones políticas. Sin embargo, en diciembre 
de 2015 el Poder Legislativo aprobó un proyecto que modi%ca y deroga varios 
artículos de la citada ley. Entre los artículos que este proyecto buscaba de-
rogar se encontraban 3 relativos al límite máximo para gastos en campañas 
electorales. De estos 3 artículos, 2 de ellos establecían un tope máximo a tales 
gastos, y el otro establecía sanciones para las agrupaciones políticas que so-
brepasen el tope, entre ellas la pérdida del derecho a recibir aportes estatales 
durante 3 a 5 años y la no entrega de subsidios electorales por hasta 3 eleccio-
nes nacionales (Ibíd).

Unos días después de la aprobación del proyecto por parte del Poder Legislati-
vo, y en el mismo mes de diciembre de 2015, el Poder Ejecutivo vetó totalmente 
el proyecto, volviendo así al Legislativo para resolver el rechazo o aceptación 
del veto. Finamente, en junio de 2016 el Congreso resolvió aceptar el veto total 
del Ejecutivo, pasando el proyecto al archivo.

Es importante señalar que uno de los argumentos para el establecimiento de un 
tope máximo para gastos en campañas electorales tiene que ver con reducir la 
desigualdad de condiciones en la realización de campañas entre agrupaciones 
que tienen pocos recursos y las que tienen muchos recursos, de manera que el 
dinero no sea un elemento que in&uya de forma muy decisiva en la implemen-
tación de las mismas.
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En agosto de 2015, el TSJE emitió la Resolución N° 233/15, a través de la cual 
se conforma una Comisión Asesora sobre Financiamiento Político y en la que 
se designa a Jaime Bestard –uno de los tres ministros del TSJE– como coordi-
nador general de dicha comisión. Así también, mediante dicha resolución se 
designaron a 7 altos funcionarios/as del TSJE como integrantes de la misma. 
Además de contribuir a la implementación adecuada de la Ley N° 4.743/12 “Que 
regula el %nanciamiento político”, la Comisión, de acuerdo a lo señalado en 
el sitio web del TSJE, se abocaría también a iniciar un programa integral de 
actualización legal y administrativa para el control del %nanciamiento político 
y a analizar qué aspectos de esta temática aún se encuentran pendientes de 
regulación.

En el marco de las condiciones que deben darse para una adecuada e íntegra 
implementación que debe tener dicha ley, será de fundamental importancia 
que esta comisión funcione en forma e%ciente.



Resulta altamente necesario que el Proyecto de Ley de Paridad Democrática 
sea priorizado en su estudio por parte del Poder Legislativo y que se convierta 
en ley en la brevedad posible, teniendo en cuenta la urgencia de crear mejores 
condiciones legales que permitan una mayor participación política de las mu-
jeres. Por ello, es necesario que el Poder Legislativo, y en particular la Cámara 
de Senadores –instancia donde el proyecto fue presentado– priorice el trata-
miento de este proyecto. Debe tenerse en cuenta también que ya en el año 2017 
se inicia el proceso electoral de cara a las elecciones generales y departamen-
tales a llevarse a cabo en abril de 2018, por lo que la aprobación de la ley en la 
brevedad posible es fundamental para que el proyecto, ya convertido en ley, se 
implemente en dicho proceso electoral, lo cual incluye las elecciones internas 
de las nucleaciones políticas.

Asimismo, el TSJE debe desarrollar una fuerte labor de difusión del RCP de 
ciudadanas y ciudadanos viviendo en el extranjero, más aún teniendo en cuen-
ta las limitaciones legales previas a esta ley así como las limitaciones institucio-
nales que hicieron que una escasa cantidad de paraguayas y paraguayos en el 
exterior puedan inscribirse. Además es necesaria una plena implementación 
de la Ley de Financiamiento Político, aplicándose las disposiciones de esta y 
otras leyes orientadas al control de la actividad %nanciera de las agrupaciones 
políticas. Esto implica que el TSJE realice, con estas herramientas legales y ad-
ministrativas, un control e%caz de los ingresos y gastos de las nucleaciones.

Con respecto a la situación en la UNA, los procesos en curso para la elección 
de integrantes de órganos de gobierno de las diferentes facultades constituyen 
un elemento central dentro del amplio escenario que empezó a darse con la 
movilización estudiantil en el año 2015.  Como se señaló en este artículo, la 
autonomía universitaria en este caso no implica aplicar procedimientos electo-
rales que desconozcan disposiciones constitucionales y de la normativa electo-
ral, por lo que las autoridades con responsabilidad en organizar tales procesos 
deben urgentemente subsanar las numerosas irregularidades señaladas.

Priorizar el estudio del proyecto de ley de Paridad Democrática y posterior-
mente aprobarlo en la brevedad posible. 

Enmarcar todos los procedimientos eleccionarios de la UNA y pasos de tales 
procesos en el marco de lo establecido en la Constitución Nacional y en la 
legislación electoral.



El TSJE debe desarrollar acciones de difusión efectivas del mecanismo de 
inscripción vía internet, habilitado a través de la reciente ley aprobada.

El TSJE debe desarrollar y fortalecer mecanismos administrativos y legales 
orientados al control de los ingresos y gastos de las diferentes agrupaciones 
políticas y también ajustar los mecanismos tendientes a la plena implemen-
tación de la Ley que regula el Financiamiento Político. 

Las distintas agrupaciones políticas en el marco de una política de trans-
parencia y de adecuada gestión administrativa –considerando el hecho de 
que reciben fondos públicos a través de subsidios y aportes– deben mejorar 
en forma urgente el manejo de tales recursos y su actividad %nanciera en 
general.
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